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Tras una sucesión de foros públicos, discusiones y críticas desde la industria, academia, analistas 
y sociedad civil, se ha aprobado la nueva Ley de Telecomunicaciones y Radiodifusión que 

deja atrás la fase de intensificación de la competencia, autonomía regulatoria y fortalecimiento 
institucional que trajo consigo la Reforma de Telecomunicaciones y Radiodifusión de 2013.
Si bien fueron eliminados algunos de los artículos más controvertidos y se introdujeron ajustes 
relevantes, el espíritu de la nueva reforma sigue representando una regresión institucional y 
normativa para el sector.
Entre los cambios más destacados se encuentra la eliminación del artículo 109, que facultaba el 
bloqueo temporal de plataformas digitales.
Asimismo, se añadió la obligación de realizar consultas públicas para emitir normas 
y lineamientos, y se creó un nuevo órgano regulador, la Comisión Reguladora de 
Telecomunicaciones (CRT).
El punto más crítico permanece sin cambios sustantivos: la desaparición del Instituto Federal de 
Telecomunicaciones (IFT), un órgano constitucional autónomo. En su lugar, se crea la CRT, un 
órgano desconcentrado de la nueva Agencia de Transformación Digital y Telecomunicaciones 
(ATDT), dependiente del Ejecutivo.
Aunque se le dota de cierta independencia técnica, sus comisionados serán designados por la 
presidenta y ratificados por el Senado de la República, lo que representa una vulneración a los 
principios de imparcialidad, autonomía y contrapesos en la regulación sectorial.
A pesar de sus nuevas facultades, su creación implica una centralización del poder regulador en el 
Ejecutivo, dejando atrás un regulador técnico, colegiado y autónomo como planteó y materializó 
la reforma de 2013.
Otro punto considerable, es la vulnerabilidad a la protección de datos. El artículo 183 del 
dictamen se mantuvo casi intacto: exige a los concesionarios colaborar con autoridades (de 
seguridad y procuración de justicia) en la geolocalización en tiempo real de equipos terminales 
(como los Smartphones) y requiere a los concesionarios conservar un registro de comunicaciones 
con datos sobre las mismas (duración, origen y destino, ubicación de las líneas), así como el 
nombre y domicilio del suscriptor, sin establecer salvaguardas claras, pero manteniendo la 
inviolabilidad de las comunicaciones en sí mismas.
La versión corregida de la Ley pretende ser una respuesta a las críticas, pero sólo maquilla los 
elementos más controversiales sin atender el fondo.
México no necesitaba una nueva Ley que remendara lo existente, sino una reforma que 
consolidara lo ganado y apuntara al futuro digital. En cambio, lo que se ofrece es un texto 
normativo que se queda en principios básicos ya alcanzados, sin una regulación fortalecida.
La oportunidad de avanzar se perdió en una simulación de cambio. Y eso, en telecomunicaciones, 
puede costarnos una década (por decir lo menos) de estancamiento.

Aquí nos tocó vivir!!!Ley de Telecomunicaciones: 
Gobierno será árbitro y jugador


